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Procuración General de la Nación


S u p r e m a   C o r t e:

‑ I ‑

A fs. 4330/4513 de los autos principales (a los que corresponderán las siguientes citas), el Jurado de Enjuicia​miento de Magistrados de la Nación removió al doctor Juan José Galeano del cargo de juez federal, por haber incurrido en la causal constitucional de mal desempeño. 

Por decisión unánime de sus integrantes, el Jurado rechazó las nulidades articuladas por la defensa y resolvió la destitución del magistrado al encontrarlo responsable de los cargos A): "pago ilegítimo efectuado a un imputado de la causa ‑Carlos Alberto Telleldín‑ con el fin de acordar una declaración indagatoria para involucrar a personal de la Po​licía Bonaerense" y D): "entrevistas informales entre Juan José Galeano y Carlos Alberto Telleldín. Filmación subrepti​cia sin constancia en el expediente ni notificación al sujeto en clara violación al ordenamiento vigente". 

Asimismo, por mayoría, se pronunció en el mismo sentido respecto del cargo C.3: "entrevistas del representan​te y abogada de D.A.I.A. con el imputado Bautista Alberto Huici y su abogado defensor Marcelo García".

Respecto del planteo de nulidad contra la resolu​ción del 22 de junio de 2005 ‑por la que, si bien se hizo lugar al pedido de postergar la declaración del doctor Galea​no, se dispuso que ésta tendría lugar al día siguiente, a las ocho, con una extensión de dos horas‑, todos los miembros del Jurado lo desestimaron, con base en que aquella decisión in​terpretó a favor del acusado la suspensión del momento proce​sal señalado para el acto y le otorgó la posibilidad de de​clarar al día siguiente, aunque estableció un límite horario con el exclusivo objeto de evitar la alteración del propio cronograma para el desarrollo del proceso consentido por las partes. Así, entendieron que no se fijó un plazo perentorio sino ordenatorio, de acuerdo a sus facultades y a los princi​pios que rigen el juicio oral. En ese contexto ‑sostuvieron‑, en razón de la naturaleza de este enjuiciamiento y del plazo previsto por el art. 115 de la Constitución Nacional, el Ju​rado debe establecer durante el curso del proceso una serie de razonables límites temporales que provienen del propio sistema constitucional y cuyos principios subordinan clara​mente el resto de los principios procesales aplicables a este supuesto. Asimismo, destacaron que la defensa no utilizó nin​guna de las variantes procesales que se le presentaban ante aquella decisión y sólo se limitó a impugnarla. Tampoco ejer​ció otros derechos que le asistían y que no se le habían ne​gado, tales como la posibilidad de comenzar a declarar el mismo día y continuar en las dos horas establecidas de la jornada siguiente. Por el contrario ‑continuaron‑, para el juez acusado fue suficiente una hora y quince minutos para efectuar su declaración, con lo que renunció no sólo al tiem​po restante sino también a la posibilidad de solicitar una ampliación del plazo.

Con relación al planteo de nulidad contra el cargo "A" de la acusación ‑que, cabe recordar, prosperó por unani​midad‑, planteada en el descargo sobre la base de haber toma​do conocimiento de la existencia del decreto secreto 2025/94, que autorizaría al Poder Ejecutivo Nacional a efectuar pagos de dinero para informantes en el caso específico del atentado de la AMIA, el Jurado entendió necesario aclarar dos puntos preliminares. El primero tendería a identificar el decreto secreto mencionado por el acusado y, en segundo lugar, si este decreto era conocido por él mismo y por la acusación al momento de los hechos por el que fue denunciado. Tras consi​derar acreditada la existencia del referido decreto y pese a la credibilidad que le otorgó a los testimonios rendidos en el debate, estimó que correspondía situarse en la hipótesis de que el magistrado y la acusación no tenían conocimiento oficial de la existencia del decreto secreto, hecho que ‑se​gún dijo‑ no resultaría extraño por ser un documento de natu​raleza de confidencialidad absoluta.

Con estos elementos de juicio analizó la nulidad articulada por el juez sobre la acusación y el cuestionamien​to sobre el pago a Telleldín y señaló que aquél no podía ale​gar a su favor la ignorancia de la ley, menos aún la ignoran​cia sobre en qué consiste la ley. Con respecto al decreto mencionado, por su carácter secreto no puede ser conocido ni aplicado al caso ni forma parte de la legalidad penal con que el juez debe conducirse al momento de resolver los casos con​cretos de su conocimiento. Para él sólo regían la Constitu​ción Nacional, las leyes aprobadas por el Congreso Nacional y sus reglamentaciones, todas normas de carácter general, dic​tadas con el sistema de publicidad previsto en las leyes y no podía aplicar un decreto secreto que no le estaba dirigido y que tenía asignada una exclusiva autoridad de aplicación. Asimismo, el Jurado explicó que la acusación no se sustentó en la disponibilidad legítima del dinero utilizado para el pago, sino en la modalidad utilizada para concretarlo ‑proce​dimiento que estimó reñido con la legalidad, por los funda​mentos que se relatarán más adelante‑. Por todo ello y porque no encontró agravios para el acusado, desestimó el planteo de nulidad sobre esta cuestión.

El Jurado de Enjuiciamiento también rechazó un planteo similar que la defensa formuló contra las declaracio​nes de los testigos Lifschitz, Calabró, Anzorreguy, Finnen, Brousson y Maiolo, con apoyo en que se les recibió juramento a pesar de que estaban convocados a prestar declaración inda​gatoria en otro expediente. En tal sentido, para descartar el argumento de la defensa ‑que se obliga a cada testigo a de​clarar contra sí mismo en causa propia y se perjudica a su asistido al otorgarles a los declarantes un bill de indemni​dad que les permite decir cuanto quieran, porque saben que no serán alcanzados por el delito de falso testimonio‑, ocho miembros del Jurado distinguieron dos situaciones: por un lado, la de aquellos testigos que se presentaron y declararon libremente, no obstante las recomendaciones del tribunal y, por el otro, la de los testigos que no prestaron declaración amparándose en la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional. En ese orden de ideas, dijeron que los testigos fueron propuestos en un cronograma de prueba admitida y con​sentida por las partes y que la imputación en otra causa no modifica la condición de testigos en este proceso, pero como el Jurado no puede predecir los hechos acerca de los que res​ponderán los testigos, al asegurarles la posibilidad de abs​tenerse de declarar en los casos en donde apreciaran que se auto‑incriminarían, se cumple con la producción de la prueba ordenada de forma de no afectar otros derechos también en juego en el juicio político. Es que la garantía constitucio​nal impide que se obligue a una persona a declarar contra sí misma pero no prohíbe que lo haga en su favor y con ello se distinguen los rasgos procesales de los sujetos intervinien​tes y se deja en claro que las causas donde son citados po​seen naturalezas diferentes por ser una de tipo político y la otra criminal. Además, unir anticipadamente ambas cualidades (testigos y acusados) hace presumir una inadecuada promiscui​dad de los procesos y de la utilidad y exigibilidad de las declaraciones, en orden a diferentes principios procesales, tanto de adquisición de la prueba como de las garantías cons​titucionales, de modo que atender a una sola de ellas puede afectar a la segunda o viceversa, lo que condujo al tribunal a establecer pautas para reglar estas manifestaciones a fin de no menoscabar el derecho de no declarar contra sí mismo, ni suprimir el otro, que es deponer sobre hechos que hayan sucedido en dominio de sus sentidos y que sean de interés para este proceso.

Los miembros del Jurado continuaron señalando que la ley adjetiva establece, a partir del sistema de valoración de la prueba imperante, que no existe ninguna causal que re​leve a una persona de prestar declaración testimonial en una causa distinta de aquella por la que se encuentra imputado. Tampoco puede exhibir alguna forma de conexidad a causa de la naturaleza diferente de un proceso penal y un juicio político y menos cuando en este último no existen cargos criminales contra el juez acusado. Entre las prohibiciones, inhabilida​des e incapacidades que están taxativamente enumeradas en la ley de rito, no se incluye la deposición voluntaria de un testigo comprometido, cuando haya sido expresamente relevado de hacerlo en otro proceso ajeno al suyo. 

Sobre tales bases, indicaron que, en cuanto a los testigos Anzorreguy, Finne, Brousson y Maiolo, que no presta​ron declaración amparándose en la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional, la fórmula utilizada por el Jurado resulta acorde con los fundamentos que expuso y permitió que aquéllos declararan en este proceso y que se abstuviesen de responder a las preguntas que estimaron que podrían comprome​terlos. De ese modo ‑dijeron‑, el aporte que hicieron al tri​bunal no resulta de suma utilidad, ni a favor ni en contra del acusado y, en consecuencia, no ha causado ningún tipo de agravio a la defensa. En ese sentido, continuaron, el funda​mento de la impugnación ha sido evitar el juramento de un testigo que se encuentra imputado en una causa en la que se investigan los mismos hechos por los que pesa un cargo sobre el juez acusado. La abstención de los declarantes de contes​tar respecto de esos mismos hechos determina que la condición hipotética necesaria para perfeccionar el marco impugnativo de la defensa no se ha producido y, por ello, la cuestión es abstracta.

Con respecto a los testigos Lifschitz y Calabró, que se presentaron y declararon libremente no obstante las recomendaciones del tribunal, precisaron que no fueron obli​gados a declarar contra sí mismos, por las aclaraciones que el Jurado les formuló respecto de los límites del juramento y que ningún derecho o interés legítimo fue vulnerado. Sus de​claraciones fueron en este proceso, es decir en una causa ajena y no propia como sostiene la defensa, y aclararon que la recepción de las declaraciones de estos testigos tampoco causó un perjuicio concreto y actual a los derechos del ma​gistrado acusado, porque aquéllas serían evaluadas al estu​diar cada una de las imputaciones que se le efectúan al juez conjuntamente con el resto de la prueba obtenida a lo largo del proceso. En este sentido, destacaron que, según la doc​trina que sentó el propio Jurado en otro precedente, las pruebas deben ser valoradas con un criterio de razonabilidad y justicia con miras a la protección de los intereses públi​cos y que el principio de la sana crítica racional se expande aún más al tratarse de un juicio político seguido por un Ju​rado que no posee competencia criminal. En definitiva ‑seña​laron‑, la nulidad debe ser rechazada por basarse en la pro​babilidad de que el Jurado le acuerde a los dichos de una declaración testimonial el mismo valor de un testigo sin nin​guna observación, absolutamente imparcial, despojado de la mínima sospecha. En el caso, esa valoración se debe efectuar en el marco de la clásica tríada jurisprudencial de conver​gencia, pluralidad y no contradicción.

El restante miembro del Jurado, por su parte, des​tacó que, pese a su posición personal en cuanto a que no co​rresponde recibirle juramento al testigo imputado en causa penal, lo cierto es que en el caso concreto los testigos se abstuvieron de responder a las preguntas que estimaron que podían llegar a comprometerlos en razón de estar imputados en causas penales pendientes, por lo que no se ha causado agra​vio alguno a la defensa, en tanto que ningún aporte han hecho al tribunal, ni a favor ni en contra del acusado. En cuanto a los dos últimos testigos mencionados, la posición de este integrante del Jurado es esencialmente similar a la que expu​sieron los demás miembros (conf. fs. 4380vta./4382vta.).

En lo que respecta al tratamiento de la acusación contra el doctor Galeano ‑tal como se señaló‑, el Jurado ad​mitió en forma unánime los cargos identificados como A) y D), a los que consideró en forma conjunta en virtud de estar ín​timamente vinculados. Así, tras describirlos, aquél juzgó que en el proceso se habían probado las siguientes circunstan​cias: a) que en el mes de junio de 1996, el doctor Juan José Galeano llevó a cabo gestiones ante el entonces Secretario de Inteligencia de Estado, doctor Hugo Anzorreguy, para conse​guir que el organismo del cual era titular le suministrara cuatrocientos mil dólares estadounidenses para ser entregados a la esposa de Carlos Alberto Telleldín; b) que el magistrado convino con Telleldín que como contraprestación al pago, éste formularía una ampliación de su declaración indagatoria en la que expondría circunstancias relacionadas con el destino del vehículo utilizado en el atentado. Anteriormente mantuvo en​trevistas informales en su despacho con el detenido Telleldín y también se reunieron con él ‑con la aquiescencia del magis​trado‑ personas vinculadas con la Secretaría de Inteligencia de Estado, periodistas, abogados y representantes de las par​tes del proceso y c) que el pago se llevó a cabo en dos cuo​tas, la primera se entregó a la esposa de Telleldín, Ana Ma​ría Boragni, el mismo día en que éste suscribía su nueva de​claración indagatoria y la segunda se efectuó a la misma per​sona una vez que otras declararon como testigos en la causa y ratificaron la versión expuesta por aquél. Ambos desembolsos se concretaron con la intervención de agentes de la Secreta​ría de Inteligencia de Estado y con fondos reservados de ese organismo. Asimismo, consideraron que estaba probado que existieron pagos mensuales del orden de los cinco mil pesos que obedecieron a esa causa.

Así, luego de desarrollar en forma separada cada hecho, respetando el orden cronológico en que ocurrieron y distinguiendo las etapas de preparación, negociación, organi​zación y ejecución del pago (v. fs. 4384/4400vta.), el Jurado formuló su concepto final sobre la conducta del juez acusado y sostuvo que el hecho de que éste hubiera intervenido en la preparación, negociación, organización y ejecución de pagos a un imputado detenido a su disposición, con el propósito de lograr que aportara al expediente una ampliación de su decla​ración indagatoria con una nueva versión de los hechos, re​sulta una inconducta de tal magnitud que se inscribía, sin hesitación, en la causal constitucional de mal desempeño pre​vista en el art. 53 de la Constitución Nacional.

Asimismo, estimó que la actividad del magistrado acusado se desarrolló fuera de todo cauce legítimo, lo que demuestra el desprecio por el resguardo de los intereses pú​blicos confiados a su custodia y menoscaba el prestigio de una de las instituciones esenciales del sistema democrático, cual es el Poder Judicial de la Nación. A tales hechos los calificó como realmente graves e implican ‑a su entender‑ un serio desmedro de la idoneidad del enjuiciado para continuar en el cargo, en tanto evidencian en su conducta designios ajenos al recto ejercicio de la función jurisdiccional. A ello agregó que el juez incumplió los deberes éticos y lega​les que regulan su actuación, así como la obligación de ac​tuar con imparcialidad, que constituye un atributo esencial de la función judicial para preservar sin alteraciones la confianza pública depositada por los ciudadanos en los jue​ces.

Con relación al cargo C.3) de la acusación, que fue admitido por la mayoría de los miembros del Jurado, el fallo consigna que, sobre la base de las pruebas colectadas en el proceso, éstos dieron por acreditada la base del reproche (entrevistas de abogados de la querella con el imputado Huici y su abogado defensor, grabadas y filmadas en forma subrepti​cia), tanto porque el propio doctor Galeano así lo reconoció como por los dichos de los protagonistas de esos hechos ‑que declararon en este proceso‑ y por otras declaraciones testi​moniales (v. fs. 4419/4427vta.).

A partir de ello, la mayoría de los integrantes del Jurado de Enjuiciamiento concluyeron en que la actividad del juez, en su calidad de instructor a cargo de la investigación del atentado de la A.M.I.A., no se ajustó a las formas que impone la ley ritual y que su irregular proceder violentó el derecho de defensa y del debido proceso legal de una persona imputada y detenida a su disposición. Además, señalaron que resulta de extrema gravedad que el juez, guardián de las ga​rantías constitucionales de las personas sometidas a proceso, autorizara a los letrados de la querella a entrevistar al imputado Huici en la dependencia policial donde estaba dete​nido y, a la vez, que lo filmaran de manera furtiva. Ello constituye ‑siempre de acuerdo con el criterio de estos miem​bros del Jurado‑ un acto absolutamente irregular y de grave​dad institucional cuya responsabilidad recae directamente sobre el juez Galeano que autorizó y propició su ejecución.

‑ II ‑

Contra esta decisión, la defensa del doctor Galeano interpuso el recurso extraordinario de fs. 4549/4602, y ante su denegación se presenta directamente en queja ante la Corte Suprema.

Después de fundar la posibilidad de revisar judi​cialmente la decisión del Jurado de Enjuiciamiento y los al​cances que cabe otorgarle al art. 115 de la Constitución Na​cional, con cita de diversos pronunciamientos de la Corte ‑en especial del precedente de Fallos: 326:4816‑, sostiene, en sustancial síntesis, los siguientes agravios: 

1.
Violación del debido proceso legal y grave cercenamiento del derecho de defensa en juicio

Las críticas concretas que la defensa desarrolla bajo este acápite son las siguientes: a) desde el inicio del proceso político se vio limitada de contar con las medidas probatorias de descargo que resultaban imprescindibles para que los miembros del Jurado tuvieran un conocimiento integral de la actividad del magistrado y semejante déficit de infor​mación se produjo, entre otras cosas, porque el tribunal se negó a incorporar como prueba el expediente N( 1156, o sus copias certificadas (por el que tramitó la investigación del atentado a la A.M.I.A.) y solo permitió que se extrajeran fotocopias que los interesados [en el proceso de enjuicia​miento] consideraran útiles, relacionadas de modo directo con los hechos materia de acusación y los argumentos articulados. En tal sentido, dice que es inexplicable la negativa a anali​zar en profundidad todas y cada una de las piezas procesales que integran el caso A.M.I.A., en donde supuestamente se en​contrarían las irregularidades de la acusación. Asimismo ‑continúa diciendo‑, la pretendida razón de perentoriedad de los plazos procesales establecidos por el art. 115 de la Constitución Nacional enunciada por el Jurado, no resultaba óbice para la concesión de aquella trascendental prueba, y si bien la defensa reconoce la voluminosidad y complejidad de aquella causa judicial, entiende que esa es justamente la razón que determina que la investigación de tamaño atentado no pueda compararse con la instrucción de las causas que ha​bitualmente se sustancian en los juzgados federales en lo criminal y correccional. Por último, con relación a este pun​to, pone de resalto que esa resolución del Jurado obligó al juez sometido a proceso y a su defensa a buscar en un breví​simo tiempo la prueba que consideraran indispensable entre cientos de miles de hojas de un expediente que los integran​tes del tribunal se negaron a conocer en su totalidad. 

A ello se suma que el Jurado también denegó una importante cantidad de diligencias de prueba que había soli​citado la defensa (exhortos y obtención de copias de informes finales de congresos internacionales y reuniones de especia​listas en terrorismo internacional, oficios al Congreso Na​cional solicitando un detalle de los proyectos de ley rela​cionados con la investigación de atentados terroristas y so​bre la implementación del pago de recompensas), violando, de esta manera, el debido proceso legal (art. 18 de la Constitu​ción Nacional).

b) La limitación temporal que el Jurado impuso al descargo respecto de los más de diez años de actuación a car​go de la instrucción de una causa trascendente y compleja, afecta indebidamente el derecho de defensa en juicio del ma​gistrado y este agravio no fue reparado con la respuesta que aquel tribunal ensayó en la resolución destitutoria. Ello es así, dice, porque considerar que ese límite temporal (máximo dos horas) sólo fue un plazo ordenatorio y no perentorio, incurre en el error de asimilar una garantía consagrada cons​titucionalmente con la necesidad de cumplir con una forma ritual que hace a la organización del debate. 

También critica el reproche que el Jurado le formu​ló de no utilizar otras variantes procesales para cuestionar esa decisión y de limitarse a utilizar incluso un período de tiempo menor al asignado, porque ello es contrario a la ga​rantía de la plena defensa en juicio y obligaba al juez a contestar los veintisiete hechos que integraron la acusación en el escueto lapso de dos horas, lo que implicó que, si aquél hubiera optado por responderlos a todos, debería haber dedicado poco más de cuatro minutos a cada imputación. Lo mismo sucedió con la limitación que se le impuso a la defensa al momento de alegar.

c) La sentencia del Jurado de Enjuiciamiento fue consecuencia de un proceso signado por la imposición de con​tinuos e irrazonables límites al derecho de defensa del juez, por ejemplo cuando aquél se mostró reticente al libre ejerci​cio de la defensa en su facultad de interrogar libremente a los testigos que intervinieron en el debate. 

d) Esas limitaciones al derecho de defensa del juez sometido a proceso resultaron determinantes para la conforma​ción final de los cargos que se tuvieron por probados. Así, entre las muchas pruebas que el Jurado denegó se encuentran las destinadas a demostrar que internacionalmente es una práctica habitual el pago por información relevante para in​vestigar hechos de terrorismo y llevar a juicio a sus respon​sables. Además, cuestiona la conclusión de aquel tribunal en el sentido de entender que las entrevistas del juez Galeano con Carlos Alberto Telledín tuvieron por finalidad que este último ampliara su declaración indagatoria con una nueva ver​sión de los hechos, porque ‑según afirma‑ ella no es con​gruente con los elementos probatorios de la causa que indican que la versión de la existencia de un eventual pago y la po​tencial responsabilidad de funcionarios de la policía bonae​rense comenzó a circular en los medios de comunicación un año y medio antes de que se realizara la audiencia donde el impu​tado Telleldín amplió su declaración indagatoria. De tal modo que, en esas circunstancias, la actividad del magistrado se limitó a intervenir en el marco de una operación de inteli​gencia planificada, organizada y desarrollada por la Secreta​ría de Inteligencia de Estado. Es decir, contrariamente a lo que le reprocha la resolución de destitución, el juez no pla​nificó ni organizó ese pago.

También cuestiona el fallo en cuanto se refiere al grado de publicidad que se otorgó al pago a Telleldín, porque el desarrollo de los argumentos del Jurado al respecto está plagado de afirmaciones dogmáticas sin asidero lógico ni fác​tico. En tal sentido, dice que, dentro del marco de las limi​taciones que le fueron impuestas, intentó demostrar que la reserva en que se mantuvo aquel pago obedeció a que se trata​ba de una operación estrictamente confidencial y absolutamen​te secreta, en los términos de la Ley de Inteligencia Nacio​nal 25.520, así como de las anteriores sobre el mismo tema (20.195 y 24.059).

Luego la defensa intenta demostrar la legalidad del pago con sustento en distintas normas (decretos 2023, 2024, 2025, todos de 1994), circunstancia que, en su concepto, de​muestra que el fallo del Jurado es descalificable por arbi​trariedad normativa. Sin perjuicio de ello, agrega que en autos se presenta una cuestión federal simple que hace proce​dente al recurso extraordinario que intenta, toda vez que la resolución del tribunal mencionado es contraria a los dere​chos que el magistrado funda en normas federales, invocadas y tratadas en la causa. Ello es así, continúa, porque tanto el juez como la defensa siempre sostuvieron que la actividad jurisdiccional del doctor Galeano se ajustó a las normas le​gales vigentes de naturaleza federal que imponían el secreto de las operaciones de inteligencia (desde el antiguo decre​to‑ley "S" 5315/56, pasando por las leyes "S" 18.302, 20.195, 24.059 y la actual 25.520). Así, el reproche que a tal proce​der se le formula en la resolución de remoción constituye una limitación indebida al pleno ejercicio de la magistratura judicial que le fue conferida al magistrado enjuiciado, en el marco de la investigación del más cruento atentado terrorista sufrido por la sociedad argentina.

2) Indebido juzgamiento del magistrado por el con​tenido de sus sentencias

Bajo este título, la defensa del juez desarrolla los agravios que le provoca la decisión de la mayoría de los miembros del Jurado de admitir el cargo C.3 de la acusación. En tal sentido, sostiene que, al evaluar los hechos, el Jura​do confunde una mera medida investigativa incluida entre las facultades del juez instructor de una causa con una declara​ción que realiza un imputado ante el órgano jurisdiccional, el que sí está rodeado de formalidades específicas. Luego de insistir en que la conducta del juez no afectó derechos del imputado Huici ni de su abogado defensor, sino que las medi​das que aquél adoptó respondieron a la necesidad de resguar​dar a las partes debidamente acreditadas en la causa y a im​pedir que se incorporaran nuevos elementos que pudieran en​torpecer la investigación, señala que tales decisiones están dentro de las amplias facultades que la ley le otorga al di​rector de la instrucción y estaban plenamente justificadas en razón de las pautas objetivamente verificables que hicieron sospechar a la instrucción sobre el propósito que Huici podía tener para solicitar una entrevista con los abogados de la D.A.I.A.

Concluye entonces en que la decisión de la mayoría del Jurado que admitió este cargo afectó el libre desempeño de la actividad jurisdiccional y la inamovilidad de los jue​ces, que son garantías esenciales para la independencia del Poder Judicial. Por lo tanto, aquella resolución vulnera el art. 14, ap. b), segundo párrafo, de la ley 24.937, que ase​gura la garantía de independencia de los jueces en materia del contenido de sus sentencias.

‑ III ‑

Ante todo, en orden a verificar si en autos concu​rren los requisitos que hacen procedente el recurso extraor​dinario intentado, cabe recordar que, a partir del precedente "Nicosia" (Fallos: 316:2946), la Corte hizo extensible muta​tis mutandi a las destituciones de magistrados nacionales llevadas a cabo por el Senado de la Nación, la doctrina que venía sosteniendo en materia de enjuiciamiento de jueces per​tenecientes al ámbito de las provincias, según la cual lo decidido resulta revisable en la instancia del art. 14 de la ley 48 siempre que se invoque por el interesado la violación de la garantía constitucional de defensa en juicio consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional.

Frente a la irrecurribilidad de la decisión del Jurado de Enjuiciamiento establecida por el art. 115 de la Ley Fundamental, a raíz de la reforma constitucional de 1994, en el caso "Brusa" (Fallos: 326:4816), V.E. señaló que dicha condición significa que la Corte no puede sustituir el crite​rio de aquel órgano en cuanto a lo sustancial del enjuicia​miento, esto es, el juicio sobre la conducta de los jueces, pero sí será propio de su competencia, por vía del recurso extraordinario, considerar las eventuales violaciones ‑níti​das, graves y concluyentes‑ a las reglas del debido proceso y a la garantía de la defensa en juicio (conf., en el mismo sentido, los casos M.2278.XXXIX. y T.839.XXXVIII., resueltos por V.E. el 6 y 13 de marzo de 2007, respectivamente y el dictamen de este Ministerio Público en la causa T.819.XLII., del 22 de mayo del corriente año).

Por otra parte, también cabe destacar que en el precedente "Brusa", antes citado, se concluyó que el recurso extraordinario era la vía idónea para efectuar la revisión judicial y que ese temperamento preserva, además, el restric​tivo criterio que rige la materia, máxime cuando la jerarquía suprema de la norma cuestionada impone proceder con suma pru​dencia en el ejercicio de tan excepcional y delicada atribu​ción judicial (Fallos: 311:394; 312:72 y 122, entre otros).

‑ IV ‑

A partir de tales pautas hermenéuticas, corresponde examinar si el recurso extraordinario cuya denegación origina esta presentación directa es o no admisible.

En tal sentido, adelanto mi opinión contraria a su procedencia, toda vez que, por los motivos que expondré a continuación, estimo que la defensa no logra demostrar que durante el juicio público que culminó con la remoción del juez se produjeron irregularidades que viciaron irreparable​mente el procedimiento; es decir, que se hubiera atentado de modo sustancial contra su garantía de defensa en juicio y debido proceso.

Respecto de las restricciones que sufrió la defensa durante la sustanciación de aquel juicio, ya sea porque el Jurado denegó algunas medidas probatorias o porque fijó un límite temporal para que el juez prestara declaración o la defensa alegara sobre la prueba, pienso que se trata de dis​crepancias con el criterio del tribunal para conducir el pro​ceso, que no dan lugar a su revisión por medio del recurso extraordinario.

Como es bien sabido, es atribución propia de los jueces de la causa tomar las decisiones necesarias y condu​centes para dirigir y hacer avanzar el proceso hasta su con​clusión y aquéllos están facultados para determinar la perti​nencia y procedencia de las pruebas ofrecidas por las partes. De allí que, entre otros aspectos relevantes para la conduc​ción del juicio público, tengan la potestad de fijar el núme​ro de testigos que habrán de declarar, de establecer cuáles pruebas o informes deberán ser producidos, o de determinar el modo en que éstas se llevarán a cabo, de acuerdo con las cir​cunstancias del particular proceso al que se vio sometido el juez. 

Aplicando estos criterios al sub examine, cabe re​saltar que la defensa no logra demostrar la irrazonabilidad de las decisiones del Jurado acerca de la forma en que se incorporaría al proceso la prueba vinculada con el expediente por el que tramitó la investigación del atentado contra la A.M.I.A., o para denegar ciertos pedidos de informes, ni re​bate los argumentos que aquél expresó relativos a la forma en que entendió compatibilizar el derecho de defensa del someti​do a proceso con la necesidad de concluirlo en los términos que fija el art. 115 de la Constitución Nacional. En tales condiciones, reitero, las alegaciones de la defensa traducen su diferente parecer respecto de las resoluciones del Jurado pero no se hacen cargo de las circunstancias expuestas.

Lo mismo puede decirse con relación al límite que aquél fijó para que el magistrado efectuara su declaración o la defensa presentara su alegato. En tal sentido, es oportuno recordar que V.E. desestimó una queja similar ‑planteada en el marco de un juicio político seguido contra un funcionario provincial‑, al indicar que carece de la debida fundamenta​ción el agravio relacionado con la violación del derecho de defensa por la brevedad de los plazos legales que habría im​pedido llevar a cabo una defensa efectiva y calificada, si no se sustenta con la demostración concreta de las pruebas o defensas omitidas y su relevancia para la solución del caso (Fallos: 314:1723, considerando 11 del voto de la mayoría).

Por lo demás, estimo que en autos no se ha acredi​tado el perjuicio concreto que le produjo al magistrado o a su defensa la alegada brevedad en los términos; máxime cuando el Jurado se encargó de destacar que aquél no recurrió a otros medios disponibles a su alcance para contrarrestar los efectos de esa decisión y que, incluso, utilizó menos tiempo que el asignado para su declaración.

Tampoco se pueden admitir las quejas que intentan descalificar el pronunciamiento del Jurado por supuestos de​fectos en la prueba testimonial, toda vez que, tal como surge expresamente de la propia decisión cuestionada, aquél indicó que el aporte que hicieron algunos testigos no resultó de ninguna utilidad, ni a favor ni en contra del acusado, al mismo tiempo que, con relación a los que sí declararon, re​saltó que sus dichos serían valorados en el marco de la clá​sica tríada jurisprudencial de convergencia, pluralidad y no contradicción (v. supra, acápite I). En tales condiciones, la actuación del Jurado no se alejó de cánones usuales en mate​ria de evaluación de la prueba, sin que el apelante demuestre lo contrario, con el rigor que es necesario en estos casos. 

En resumen, el magistrado hizo uso del derecho de defensa, aunque, ciertamente, considera insuficiente su ejer​cicio, pero lo concreto es que no sólo existió actividad de​fensiva, sino que incluso ésta fue parcialmente exitosa, si se tiene en cuenta que veinticuatro de los veintisiete cargos que integraron la acusación fueron rechazados, así como que, entre los que prosperaron, únicamente dos fueron acogidos en forma unánime por el Jurado, mientras que el tercero fue ad​mitido por la mayoría de sus miembros.

Y, en refuerzo de lo que se viene sosteniendo, cabe señalar que la crítica que se imputa a la actuación del Jura​do de no tener un conocimiento integral de la complejidad de la causa que estuvo a cargo del magistrado, es una afirmación que se contradice con las constancias de este proceso de en​juiciamiento. 

En efecto, con excepción de la última imputación que le formuló el Consejo de la Magistratura al doctor Galea​no ante el Jurado de Enjuiciamiento (mendacidad en las au​diencias que se llevaron a cabo ante el primero de aquellos órganos y solicitar por cuarta vez la recusación de un conse​jero; cargo que fue rechazado en forma unánime por el Jura​do), todos los demás cargos que integraron aquella acusación estaban vinculados directamente al desempeño del juez en la investigación del atentado contra la sede de la A.M.I.A. y, al respecto, es de destacar que sólo prosperaron dos cargos por unanimidad y otro más por mayoría, mientras que los res​tantes fueron rechazados.

De ello se puede deducir que, contrariamente a lo que sostiene la defensa, durante el desarrollo del proceso de enjuiciamiento, los miembros del Jurado tuvieron un conoci​miento pleno de la causa judicial y de la actuación que en ella tuvo el magistrado enjuiciado, así como que pudieron formar su juicio sobre los hechos imputados al magistrado, a tal punto que desestimaron la mayoría de los cargos por los que fue acusado.

Considero, entonces, que estas críticas no pueden superar el riguroso criterio de revisión que se exige en esta materia, porque el apelante en ningún caso acredita de modo palmario e inequívoco un apartamiento sustancial y grave del procedimiento previsto para adoptar el pronunciamiento cues​tionado, ni demuestra que la reparación del supuesto perjui​cio sea conducente para variar la suerte del proceso. En pa​labras del Tribunal, el apelante no demuestra en forma níti​da, inequívoca y concluyente un menoscabo que exhiba relevan​cia bastante para variar la suerte de la causa (Fallos: 316:2946; así como muchos otros relativos a procesos de en​juiciamiento de magistrados).

‑ V ‑

Sentado lo anterior, pienso que tampoco pueden admi​tirse las quejas contra la decisión del Jurado que se asientan sobre la base de considerar que aquél destituyó al juez por el contenido de sus sentencias, tanto en lo que respecta a la legitimidad o ilegitimidad del pago que efectuó al imputado Telleldín como en lo que se vincula con la actuación que tuvo con motivo de las entrevistas que mantuvieron algunos abogados de la querella con otro imputado y su abogado defensor, cargo éste que, como se indicó, fue admitido sólo por la mayoría de los integrantes del Jurado.

Así lo estimo, pues no hay cuestión justiciable acerca de la valoración de los aspectos sustanciales del en​juiciamiento, es decir con relación a la apreciación de la prueba de las acciones u omisiones que habrían motivado la acusación y la puesta en funcionamiento del proceso, pues de lo contrario, el criterio de la Corte sustituiría al del Sena​do de la Nación o al del Jurado de Enjuiciamiento para decidir la remoción o absolución de los magistrados imputados, lo que desvirtuaría y convertiría en letra muerta las normas consti​tucionales relativas a esta materia.

En efecto, la Corte ha dicho que lo atinente a la exégesis de la Constitución en orden a las causales de desti​tución de los magistrados y la apreciación de los hechos mate​ria de acusación a la luz de dicha inteligencia, conforman ámbitos depositados por la Ley Fundamental en el exclusivo y definitivo juicio del Senado (según texto de la Constitución Nacional anterior a la reforma de 1994), no revisables judi​cialmente, pues lo central de aquel juicio es la decisión acerca de la conducta o desempeño del acusado (Fallos: 316:2940).

De tal forma, determinar si el juez es responsable por los cargos formulados, constituye un tema reservado a la decisión del órgano encargado de juzgar su conducta. Y la Constitución Nacional (texto 1994) otorga esa atribución al Jurado de Enjuiciamiento del Consejo de la Magistratura, sin la posibilidad de revisión, en este aspecto, por los organis​mos judiciales (doctrina de Fallos: 326:4816).

Es cierto que en Fallos: 327:1914 V.E. puso de re​lieve que se debe reafirmar el principio de independencia del Poder Judicial que, en supuestos como el de autos, se traduce en la imposibilidad de destituir a un magistrado por el conte​nido de sus sentencias. Pero en el sub iudice la decisión des​titutoria reposa en razones políticas que los miembros del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados debieron evaluar den​tro del marco de sus atribuciones constitucionales, y con los márgenes de discrecionalidad con que deben cumplir la misión que les ha conferido la Constitución Nacional y, a partir del examen de los elementos de juicio, concluyeron que las conduc​tas juzgadas eran impropias de un juez de la Nación. Se trata, entonces, de una decisión de mérito sobre la actuación del doctor Galeano como magistrado ‑que no puede ser controlada en esta instancia‑ y no una condena por el contenido de las sen​tencias que suscribió.

Concluyo, entonces, que, ausente la demostración en forma nítida, inequívoca y concluyente de la lesión a las re​glas estructurales del debido proceso, no hay materia federal para la intervención de esta Corte en el marco de los riguro​sos límites de su competencia que, para asuntos de esta natu​raleza, le imponen los arts. 31, 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 14 de la ley 48.

‑ VI ‑

Por ello, opino que corresponde desestimar la pre​sente queja.

Buenos Aires, 22de junio de 2007.
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LAURA M. MONTI

Buenos Aires, 9 de marzo de 2010

Vistos los autos: (Recurso de hecho deducido por el De​fensor Oficial de Juan José Galeano en la causa Galeano, Juan José s/ pedido de enjuiciamiento(.

Considerando:

1() Que los antecedentes del caso, los términos de la decisión del Jurado de Enjuiciamiento y los agravios ex​puestos por el recurrente han sido adecuadamente tratados en los apartados I y II del dictamen de la señora Procuradora Fiscal, a los que cabe remitir por razón de brevedad.

2() Que respecto de los agravios relativos a la apreciación de la prueba de las actuaciones u omisiones que habrían motivado la acusación y la puesta en funcionamiento del proceso, conviene recordar los límites de la competencia de este tribunal para revisar las decisiones del Jurado de Enjuiciamiento: en el caso "Brusa" (Fallos: 326:4816) esta Corte sostuvo que en materia de enjuiciamiento político, nuestro sistema constitucional de 1853‑1860 había atribuido en forma exclusiva al Senado de la Nación la responsabilidad de valorar políticamente la conducta de los funcionarios y magistrados de máxima jerarquía del Estado, tomando en consi​deración para ello, la naturaleza de las causales de remoción y el carácter netamente no jurisdiccional del único efecto conferido a su decisión que es la de destituir al imputado. Ello permitió desde antiguo sostener a este Tribunal que lo atinente al enjuiciamiento de magistrados judiciales es mate​ria propia y excluyente de los órganos asignados constitucio​nalmente a ese efecto, escapando su cometido, de naturaleza política, al contralor judicial (conf. Fallos: 136:147; 215:157; 238:58; 264:7; 270:240; 271:69; 277:23; 285:43; 292:565; 300:488; 301:1226; 302:254; 304:351 y 326:4816 con​siderando 10, voto del juez Maqueda).

3() Que, por consiguiente, los artículos 114 y 115 de la Constitución Nacional se asientan en un previo diseño constitucional de división de poderes y en la práctica juris​prudencial del Tribunal que ha admitido que en el marco del juicio político correspondía al Senado una atribución exclu​siva en la ponderación de la conducta de los jueces. Del mis​mo modo, la Reforma Constitucional de 1994 ha continuado esta práctica constitucional mediante la creación de un ámbito de limitación en la intervención del órgano jurisdiccional. 

4() Que en los términos del artículo 115 de la Constitución Nacional las decisiones del Jurado de Enjuicia​miento son sentencias definitivas irrecurribles, sin perjui​cio de que tal principio general ceda cuando se acredite vio​lación al principio de defensa y al debido proceso legal. Supuestos estos que habilitarán el recurso extraordinario federal para ocurrir ante esta Corte y con el único objeto de reparar eventuales afectaciones a aquellas garantías consti​tucionales. Empero, quien pretenda el ejercicio de tal con​trol ha de demostrar (recurso extraordinario mediante( en forma nítida, inequívoca y concluyente un grave menoscabo a las reglas del debido proceso que, asimismo, exhiba relevan​cia bastante para variar la suerte de la causa (Fallos: 291:259; 292:157; 316:2940 y 326:4816 considerando 20, voto del juez Maqueda, y más recientemente (Torres Nieto( (Fallos: 330:725, voto de los jueces Highton de Nolasco y Maqueda, entre otros).

5() Que, en este marco, se advierte que los agra​vios del recurrente no alcanzan para demostrar irregularida​des (en los términos expuestos en el considerando 4(( que vician el procedimiento llevado a cabo ante el Jurado de En​juiciamiento, tal como lo expone la señora Procuradora Fiscal  en el punto IV de su dictamen, cuyos términos y conclusión esta Corte comparte y a los que remite en razón de brevedad.

Por ello, se desestima la queja. Notifíquese, devuélvan​se los autos principales y oportunamente archívese. RICARDO LUIS LORENZETTI (según su voto) - ELENA I. HIGHTON de NOLASCO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según su voto) - JUAN CARLOS MAQUEDA - CARMEN M. ARGIBAY (según su voto).
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VO-//-

-//-TO DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI Y DOÑA CARMEN M. ARGIBAY

Considerando:

Que esta Corte comparte los fundamentos del dicta​men de la señora Procuradora Fiscal, al que corresponde remi​tir en razón de brevedad.

Por ello, se desestima la queja. Notifíquese, devuélvan​se los autos principales y, oportunamente, archívese. ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - CARMEN M. ARGIBAY.
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                                         VO-//-

-//-TO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LUIS 

LORENZETTI 

Considerando:

1() Que los antecedentes de la causa, los términos de la decisión del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación y los agravios expuestos por el recurrente han sido adecuadamente tratados en los apartados I y II del dictamen de la señora Procuradora Fiscal, que esta Corte hace suyos para evitar repeticiones innecesarias.

2() Que este Tribunal, a partir del precedente "Ni​cosia" (Fallos: 316:2940), hizo extensible mutatis mutandi a las destituciones de magistrados nacionales llevadas a cabo por el Senado de la Nación, la doctrina que venía sosteniendo en materia de enjuiciamiento de jueces pertenecientes al ám​bito de las provincias, según la cual lo decidido resulta revisable en la instancia del art. 14 de la ley 48 siempre que se invoque por el interesado la violación de la garantía constitucional de defensa en juicio consagrada por el art. 18 de la Ley Fundamental. 

Ese criterio se reafirmó en el caso "Brusa" (Fa​llos: 326:4816) en el cual frente a la irrecurribilidad de la decisión del Jurado de Enjuiciamiento establecida (a raíz de la reforma instrumentada en 1994( por el art. 115 de la Ley Fundamental, el Tribunal concluyó que dicha condición signi​fica que la Corte Suprema no podrá sustituir el criterio de dicho órgano en cuanto a lo sustancial del enjuiciamiento, esto es, el juicio sobre la conducta de los jueces, pero sí será propio de su competencia, por vía del recurso extraordi​nario, considerar las eventuales violaciones a las reglas del debido proceso y a la garantía de la defensa en juicio (ver, asimismo, (Torres Nieto( Fallos: 330:725, y la causa T.819.XLII "Terán, Felipe Federico s/ causa n( 24/2006", sen​tencia del 22 de julio de 2008).

3() Que en este marco, las críticas reseñadas en el apartado II, punto 1, del dictamen, no son aptas para demos​trar las irregularidades que, según el recurrente, comporta​rían una lesión al derecho a la defensa en juicio y al debido proceso, tal como lo señala la señora Procuradora Fiscal en el apartado IV de su dictamen, a cuyos fundamentos y conclu​siones cabe remitirse, a excepción del último párrafo, por razones de brevedad.


4() Que el agravio de la defensa relacionado con la imputación que se hace al órgano de enjuiciamiento de desti​tuir al doctor Galeano por el contenido de sus sentencias, es decir, por el criterio jurídico que utilizó al resolver los casos judiciales, no puede ser acogido. 

Cabe recordar que lo atinente a la exégesis de la Constitución en orden a las causales para destituir a un ma​gistrado y la apreciación de los hechos materia de acusación a la luz de dicha inteligencia, conforman ámbitos depositados por la Ley Fundamental en el exclusivo y definitivo juicio del Jurado de Enjuiciamiento, no revisables judicialmente, pues lo central de aquel juicio es la decisión acerca de la conducta o desempeño del acusado (doctrina de Fallos: 316:2940 y causa "Terán, Felipe Federico", ya citada).

Esta Corte ha puesto de relieve que se debe reafir​mar el principio de independencia del Poder Judicial que, en materia de enjuiciamientos políticos, se traduce en la impo​sibilidad de destituir a un magistrado por el contenido de sus sentencias. Pero en la causa sub examine la decisión des​titutoria reposa en razones políticas que los representantes del pueblo debieron evaluar dentro del marco de sus atribu​ciones constitucionales, y con los márgenes de discrecionali​dad con que deben cumplir la misión que les ha conferido la Constitución Nacional (Fallos: 327:1914). En efecto, aquéllos apreciaron la conducta del magistrado sometido a enjuicia​miento, y a partir del examen de la totalidad de los elemen​tos de juicio, concluyeron que era impropia de un juez de la Nación. Se trata, entonces, de una decisión de mérito sobre su actuación como magistrado que no puede ser controlada en esta instancia y no una condena por el contenido de las sen​tencias que suscribió.

5() Que, en definitiva, como surge de la causa, el doctor Juan José Galeano fue imputado (en lo que interesa( por cargos bien definidos; notificado en legal forma, efectuó su descargo, ofreció prueba, la produjo y controló la pro​puesta por la acusación; evaluada su conducta como magistrado en una deliberación llevada a cabo con arreglo a los recaudos legalmente contemplados, fue destituido por el órgano en cu​yas manos la Constitución Nacional depositó la atribución ejercida, mediante una decisión que cuenta con la mayoría especial también prevista en los textos normativos en juego y que estimó acreditada la causal típicamente reglada del mal desempeño en las funciones. En estas condiciones y ausente la demostración de la lesión a las reglas estructurales del de​bido proceso, no hay materia federal para la intervención de esta Corte en el marco de los rigurosos límites de su compe​tencia que, para asuntos de esta naturaleza, le imponen los arts. 31, 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 14 de la ley 48.

Por ello, se desestima la queja. Notifíquese, devuélvan​se los autos principales y, oportunamente, archívese. RICARDO LUIS LORENZETTI. 
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Recurso de hecho interpuesto por el Dr. Mariano Patricio Maciel, Defensor Público Oficial del Dr. Juan José Galeano.
Tribunal de origen: Juzgado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación.
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